 “Bicentenario de la Asamblea General Constituyente de 1.813”
“Treinta Aniversario de la Recuperación de la Democracia en Argentina”

“75º Aniversario de la Escuela Provincial Nº 916 de Campo Leonhardt”

Despacho C. O. Públicas Nº 30 (04.10.13) - Expte. 0739/12/1.-

Visto:


La necesidad de crear mecanismos para la recuperación y distribución de plusvalías, que permitan producir tierra urbana equipada para los sectores sociales de menores ingresos y compensar las desigualdades urbanas, sociales y ambientales producto del crecimiento desigual y de una inequitativa distribución de potencialidades, oportunidades y recursos; y

Considerando:


Que, el crecimiento en damero de nuestras ciudades respondió, histórica y casi exclusivamente, a los mecanismos del mercado y al predominio de intereses en gran medida especulativos. En el contexto actual, el aumento de la demanda de suelo para nuevos usos y actividades ha generado y transferido importantes rentas a los propietarios particulares del suelo produciendo adicionalmente un alza significativa de los precios;


Que, las sociedades latinoamericanas en general y la Argentina en particular, tienen una antigua cultura rentista devenida, entre otras causas, de la inestabilidad de sus economías y de los numerosos ciclos de expansión y retracción. De tal forma la propiedad inmueble, asociada a dispositivos de promoción de una intensa especulación sobre el aumento de sus precios, ha sido históricamente el lugar de refugio y protección de los ahorros empresariales y familiares. Estos elementos han conformado una extendida cultura, no tan sólo permisiva con la especulación rentista y con la apropiación privada de las plusvalías que se generan socialmente, sino aceptada como fuente legitimada de actividad económica y de ganancias;


Que, las políticas públicas han contribuido en gran medida a la valorización diferencial del suelo a través de las normativas de usos del suelo, de las obras públicas, de proyectos promovidos o mediante acciones de modificación de la distribución espacial de accesibilidad, generando mayores desigualdades socio espaciales al inte-rior de las ciudades;


Que, “en América Latina las formas de funcionamiento de los mercados de tierra producen una ciudad económicamente desigual, socialmente excluyente, espacialmente segregada y ambientalmente insostenible. Los altos y a veces irracionales precios de la tierra se explican no sólo por la operación de un mercado estructuralmente imperfecto, sino por la ausencia de efectivas formas de gestión de la tierra urbana. Los mercados de tierra son relaciones sociales y por eso es posible incidir en ellos” (Instituto Lincoln de Políticas de Suelo, 2004);


Que, un eje central del urbanismo actual es el de la búsqueda de equidad en la distribución de los costos y beneficios del proceso de urbanización y, por lo tanto, el desafío de promover una ciudad más integrada, en el marco de una creciente presión sobre el suelo como producto de la expansión de la demanda de viviendas, equipamientos, nuevas actividades económicas y servicios;


Que, una de las funciones más importantes del Estado en las ciudades contemporáneas es la regulación de usos del suelo urbano. Esto surge de una constatación evidente, la operación espontánea del mercado genera muchos efectos indeseables perfectamente contrastables en las modernas ciudades. Así encontramos la híper densificación poblacional, la segregación socio espacial, la congestión de servicios, la proliferación de terrenos ociosos o subutilizados con fines especulativos, y también la obsolescencia económica prematura del parque inmobiliario;


Que, el Estado asume entonces una función reguladora que tiene como objetivo buscar resultados de coherencia, equidad, eficiencia, etc. que el mercado inmobiliario por sí mismo no es capaz de garantizar. Desde luego, el sentido de estas acciones es el de intervenir el funcionamiento del mercado del suelo, y al hacer esto introduce cambios en los precios y en sus movimientos;


Que, para incidir en el funcionamiento de los mercados de tierra urbana (formales e informales), promover un uso sostenible y justo de este recurso, reducir sus precios, producir tierra equipada para los sectores vulnerables y repartir más equitativamente las cargas y las ganancias; es necesario articular las políticas de desarrollo urbano con las políticas de tributación de la tierra; promover una nueva visión y legislación urbanística; crear mecanismos para la recuperación y distribución de plusvalías, etc.;


Que, el término “plusvalía urbana” refiere al aumento de valor que experimenta el suelo producto del proceso de urbanización. Esas plusvalías resultan, en general, de acciones ajenas al propietario y derivan de la inversión social, tanto pública como privada, que se produce permanentemente en la ciudad, sea a través de inversiones en infraestructura, de procesos de calificación urbana o de decisiones de regulación del uso del suelo urbano;


Que, este instrumento no es un impuesto ni tampoco una contribución o tarifa, sino más bien un derecho de la comunidad a "participar" en los beneficios resultantes de las funciones gubernamentales orientadas a mejorar el desarrollo urbano;


Que, el proceso de recuperación de plusvalías es un mecanismo por el cual el total o una parte del incremento en el valor del suelo urbano, producto de la inversión social, es recuperado por el sector público para ser colectivizado en el marco de un proceso de desarrollo urbano orientado hacia la equidad social y territorial;


Que, los convenios urbanísticos son las herramientas a aplicar para la recuperación de la plusvalía urbana y formalizan un acuerdo entre la Municipalidad y el propietario del inmueble determinado;


Que, las nuevas demandas surgidas de los rápidos y profundos cambios que se están produciendo en la sociedad y en las ciudades argentinas requieren de respuestas acordes a través de nuevas formas de intervención urbanística y estrategias de gestión. Por lo tanto,  el sentido que adquiere hoy la intervención en el territorio no es solamente normativo sino también instrumental. La resolución de los problemas urbanos requiere de la definición de recursos e instrumentos de gestión que permitan pasar a un urbanismo centrado en la cohesión social y fuertemente operativo que requiere la definición de nuevos instrumentos y recursos;

Por ello:
EL  HONORABLE  CONCEJO MUNICIPAL DE LA CIUDAD DE RECONQUISTA, SANCIONA CON FUERZA DE:

O R D E N A N Z A   Nº   7.351/13.-

CONTENIDO Y ALCANCES

Artículo 1º) - CONCEPTO:

Se establece a favor de la Municipalidad de Reconquista, el DERECHO DE PARTICIPACIÓN EN LA RENTA DIFERENCIAL URBANA aplicable a todas las personas, físicas o jurídicas, propietarias o poseedoras, de inmuebles que se encuentren ubicados dentro de los límites del ejido municipal y que resultaren pasibles de un mayor valor inmobiliario, real o potencial, ajeno a las acciones realizadas por el propietario o poseedor, cuando estas acciones sean el exclusivo elemento generador del plus valor. La herramienta de participación en la renta diferencial del suelo urbano que se establece por la presente comprende una concreta acción política de redistribución del ingreso urbano, de justicia en la distribución de las inversiones municipales y de proyección de acciones estatales derivando recursos de sectores de mayor capacidad contributiva e ingresos, hacia sectores más vulnerables y zonas con más necesidades de prestaciones básicas para lograr el ansiado crecimiento con equidad.- 

Artículo 2º) - HECHOS GENERADORES:

Constituyen hechos generadores del DERECHO DE PARTICIPACIÓN MUNICIPAL EN LA RENTA DIFERENCIAL URBANA aquellos actos, hechos o acciones político-administrativos que autoricen a particulares, ya sea a destinar el inmueble a un uso más rentable o a incrementar  de cualquier modo que fuere el aprovechamiento de las parcelas permitiendo una mayor área edificada, un formato constructivo diferencial, la utilización de distribuciones funcionales de los espacios de una manera que permita una ventaja económica o la división de inmuebles más allá de los límites y disposiciones inmediata y anteriormente vigentes al hecho o acto generador. 

Específicamente se consideran hechos generadores los siguientes: 

1.) - El establecimiento o la modificación de parámetros urbanísticos, del régimen de usos del suelo y de la zonificación territorial sobre parcelas determinadas, así como la incorporación a las áreas urbanas y suburbanas de los inmuebles clasificados como pertenecientes al área rural y la incorporación al área urbana de los inmuebles clasificados como suburbanos, teniendo en cuenta concretamente la zonificación establecida en el código de ordenamiento urbano y las especificaciones que en él se establecen con respecto al destino particular que pueden darse a los inmuebles para cada agrupamiento territorial, como así también las disposiciones del código de edificación (reglamento) en lo concerniente a tipos, características, modos y variedades de construcción. 

2.) - La autorización de un mayor aprovechamiento de las parcelas en edificación, bien sea elevando el FOS (Factor de Ocupación del Suelo) o el FOT (Factor de Ocupación Total) en las áreas urbanas o asimilables, todos respecto de la calificación existente en la legislación vigente.

3.) - Los cambios establecidos en la legislación marco de fondo, como las excepciones particulares resueltas por los organismos competentes pero que no impliquen modificaciones generales y abstractas de las normas de usos de suelo, edificación o aprovechamiento de los inmuebles.

4.) - Las obras de infraestructura o equipamiento social o urbano que se realicen por parte de terceros, ajenos a la acción directa de los sujetos obligados al pago del derecho, ya sean éstos entes o personas de derecho públicos, privados o mixtos, siempre y cuando desarrollen las actividades y acciones generadoras de plus valor por cuenta y obra, autorización o gestiones directas del Estado Municipal. 

5.) - La autorización de nuevas edificaciones que por encontrarse en las inmediaciones de importantes intervenciones públicas o privadas, realizadas sin la participación directa del sujeto obligado, todo según el concepto del Artículo 1º, cuando el hecho de encontrarse en estas circunstancias genere un beneficio económico, aprovechándose de esta manera de las externalidades sociales ambientales o urbanísticas generadoras de plus valor. El listado precedente es taxativo. Cualquier tipo de actuación del Municipio que requiera ser incorporado al mismo, deberá realizarse mediante la aprobación de una Ordenanza.-
Artículo 3º) - BASE IMPONIBLE:

Se tomará como base imponible la diferencia resultante entre el valor de los inmuebles, integrado por el valor de la tierra más el valor de las construcciones y/o mejoras que contenga, antes de la acción estatal y/o privada y el valor que estos mismos inmuebles adquieran debido al efecto de la acción o acciones urbanísticas contempladas en el hecho imponible. Se denominará, por ende, al valor de los inmuebles antes de la acción o hecho generador de plusvalía o renta diferencial: “VALOR COMERCIAL PRIMARIO”; al valor del inmueble luego de las acciones generadoras del derecho: “VALOR COMERCIAL DE REFERENCIA”; a la diferencia entre aquellos dos conceptos económicos: “PLUSVALÍA URBANA O RENTA DIFERENCIAL, INDISTINTAMENTE.”.-
Artículo 4º) - Sujetos Obligados: 

Sujetos obligados al pago o Contribuyentes. La obligación de pago del “Derecho de participación en la renta diferencial urbana” estará a cargo de:

1).- Los titulares de dominio de los inmuebles, con exclusión de los nudos propietarios.

2).- Los usufructuarios de los inmuebles.

3).- Los poseedores a título de dueño de los inmuebles.

4).- En caso de transferencia de dominio, el transmitente.

5).- Si del análisis efectuado por la oficina de catastro municipal, con posterioridad a la confección de la escritura de dominio o boleto de compraventa, se determinare un importe del inmueble mayor al de los instrumentos citados, el adquirente será el responsable de la diferencia del pago no efectuada en su momento.

6).- En caso de transferencia por herencia, los herederos.-
Artículo 5º) - CASOS EXCLUIDOS.

a).- Los inmuebles que conformen única propiedad, con destino a vivienda única.

b).- Los inmuebles destinados a viviendas o planes de viviendas que fueren declarados de interés o alto impacto social por el H.C.M. 
c).- Los inmuebles otorgados en virtud de la ordenanza vigente o sus anteriores, referentes a loteos sociales. Los que expresamente se excluyan por razones de justicia, equidad y razonabilidad por parte del H.C.M. ya sea a pedido de la autoridad de aplicación o por iniciativa del propio concejo. 
d).- Los casos de obras realizadas con aportes de vecinos en referencia a inmuebles que estén incluidos en los casos considerados en este artículo y su reglamentación.-
Artículo 6º) - ALÍCUOTA DEL DERECHO. PORCENTAJE DE PARTICIPACIÓN DEL ESTADO EN LA RENTA DIFERENCIAL, INCREMENTO PATRIMONIAL, O PLUSVALÍA URBANA.

Se establece que el porcentaje de participación municipal correspondiente a la renta diferencial urbana será del 15 % (quince por ciento) del mayor valor real generado por los hechos y acciones enunciadas y descriptas en el artículo 2 de la presente ordenanza. El Concejo Municipal podrá autorizar, en casos concretos, por sí o a propuesta del Departamento Ejecutivo, un porcentaje diferente, teniendo en cuenta siempre razones de estricta equidad y justicia distributiva.-
Artículo 7º) - CARÁCTER DE LAS OBRAS O ACCIONES OBJETO DEL CONVENIO URBANÍSTICO:

Siempre, sin lugar a excepciones, las acciones u obras a encarar por los particulares obligados en cada uno de los convenios urbanísticos que se autoricen en el marco de esta ordenanza, deberán poseer la característica y potencialidad de implicar avances del Estado y la comunidad en pos del desarrollo de infraestructuras para la equidad social, ambiental y urbanística en favor de zonas postergadas o carentes, en desarrollo o con problemas detectados de acceso a los servicios, desfavorecidas por la intervención humana anterior o que de cualquier manera requieran de atención prioritaria del Estado en cualquiera de sus manifestaciones.-
Artículo 8º) - ALTERNATIVA DE CUMPLIMIENTO POR PAGO DE UNA SUMA DE DINERO.

Para el caso que la complejidad de las obras o acciones, su muy pequeña escala, la insignificancia del derecho de participación en la renta, la reticencia a hacer por parte de el/los obligado/s, o por cualquier razón justa a atender, resultare dificultoso, imposible o inconveniente la fijación de obras o acciones en el convenio urbanístico, el Estado Municipal, a través de la Autoridad de aplicación determinará, todo ello según el valor de la renta diferencial, o incremento patrimonial, el pago en dinero del derecho que se legisla, debiendo integrar el resultante del mismo a una cuenta especial, la que deberá ser el depósito de todos los aportes en dinero que este mecanismo de distribución genere, el que (dinero depositado)deberá ser aplicado exclusivamente a la construcción de obras de alto impacto social, con marcada característica de distribución equitativa de la infraestructura social, ambiental urbanística, en beneficio de las zonas postergadas, carentes o que manifiesten problemas de acceso a los servicios elementales de carácter social, pudiendo ser obras de equipamiento urbano, infraestructura social o desarrollo ambiental. Las sumas de dinero y/o los bienes recibidos en concepto del Derecho de participación del Estado en la Renta Diferencial, Incremento Patrimonial, o Plusvalía Urbana serán administrados íntegramente por el Instituto Municipal de Tierra y Vivienda. Hasta la consecución de las autorizaciones legales y fiscales de rigor del Instituto de Tierra y Vivienda, con las correspondientes  habilitaciones a éste para abrir cuentas, operar civil y comercialmente, adquirir derechos y obligaciones y ser debidamente reconocido por las autoridades competentes, los dineros obtenidos por medio del pago alternativo, las tierras obtenidas por cesión en virtud de convenios urbanísticos y/o los bienes asidos en virtud del mismo concepto serán transferidos al mencionado Instituto a los efectos del cumplimiento de los fines de esta institución y de los establecidos por esta ordenanza. Los bienes o dineros obtenidos luego de la conformación definitiva del I.T.V serán directamente imputados a éste.-
Artículo 9º) - CONVENIO URBANÍSTICO. DEFINICIÓN.

El convenio urbanístico, es un instrumento mediante el cual el Estado Municipal acuerda con los sujetos potencial o ciertamente obligados al pago del derecho de participación en la renta diferencial o plusvalía urbana, las obras, acciones, compromisos o inversiones que éstos deberán realizar en favor de aquel y en beneficio de la comunidad a los fines de dar cumplimiento al pago de dicho derecho. Los convenios urbanísticos serán elaborados por la Secretaría de Obras Publicas y Ordenamiento Territorial, con participación ineludible de la Dirección de planeamiento o la que cumpla sus funciones. Deberá refrendarse en un acta acuerdo llamado convenio urbanístico con el aditamento de un nombre especial que permita individualizar los casos concretos de acuerdos arribados. Los convenios urbanísticos deberán contar con la firma de el/los sujetos obligados al pago del derecho que por esta se crea y será presentado al Concejo Deliberante, el que lo revisará y se expresará por nota institucional sobre la conveniencia o no del mismo en un lapso de tiempo no mayor al que se corresponda a cinco sesiones ordinarias del concejo. De no mediar manifestación expresa, se considerará como tácitamente aceptado y, por ende, plenamente ejecutable, el convenio particular analizado. De haber sugerencias de modificación, estas serán enviadas al D.E.M., a través de la Secretaria mencionada anteriormente para su evaluación por parte de los firmantes del convenio. Las sugerencias realizadas vía nota por el H.C.M, para ser tenidas en cuenta como observación, deberán llevar la firma de por lo menos dos tercios de los concejales del Cuerpo. Caso contrario, no será tenida en cuenta como observación y el convenio será considerado tácitamente aprobado. De haberse producido observación válida, esta será remitida al D.E.M. y este realizará nueva presentación del convenio hasta lograr la aprobación definitiva con el mismo procedimiento ya descrito.

Artículo 10º) - ORDENANZAS ESPECÍFICAS.

El Departamento Ejecutivo, a través de la Secretaría de Obras Públicas y Ordenamiento territorial elevará al Concejo Municipal para su aprobación, Proyectos de  Ordenanza que especifiquen, en cada caso, los actos administrativos y/u obras que a su criterio producirán este tipo de valorización, el área de influencia territorial, el detalle del/de los inmueble/s alcanzados de manera potencial por este derecho y la solicitud de autorización para la firma del correspondiente convenio urbanístico con el o los particulares obligados, de tenerlos en el momento oportuno,  cada vez que crea necesario hacerlo según se vayan produciendo o proyectando las obras o resolviéndose las acciones administrativas generadoras del derecho en cuestión.-
Artículo 11º) - PROCEDIMIENTO PARA LA DETERMINACIÓN E INSTRUMENTACIÓN DEL DERECHO. 

La renta diferencial o plusvalía se determinará, a efectos de la aplicación de la alícuota del derecho, siguiendo el siguiente informe:

1. La Autoridad de Aplicación solicitará tres tasaciones de los inmuebles beneficiados con las externalidades sociales ambientales de los hechos generadores, las que, en función de la presente ordenanza, determinarán el precio actual de las parcelas en cada una de las zonas o subzonas beneficiarias que resulten con características ambientales y económicas homogéneas. Dichas tasaciones deberán ser realizadas en base a los valores anteriores (precio comercial primario) y posteriores a la acción urbanística generadora de incremento de la renta (nuevo precio comercial  de referencia).

2. El mayor valor generado por metro cuadrado se estimará en base a la diferencia entre el “precio comercial primario” y el “nuevo precio comercial de referencia”. Dicha cifra resultará, a su vez, multiplicada por el total de metros de la superficie objeto de la participación en la renta, descontados los metros de superficie correspondientes a las cesiones urbanísticas obligatorias, conforme lo establecido en las Ordenanzas generales anteriores en donde se establezcan obligaciones a los propietarios o explotadores de inmuebles (zonas de reserva de espacios, apertura de cales, etc.). Se deducirá de dicho monto el valor que los tasadores hubieren estimado respecto de las inversiones a realizar por el particular que contribuyeran directamente al mayor valor obtenido.
3. La cifra así determinada fijará el alcance de los compromisos a asumir por el particular en el convenio urbanístico que al efecto proponga el Departamento Ejecutivo, con los alcances y consideraciones establecidas en los Artículos 9º, 8º y 7º de la presente.-
Artículo 12º) - FORMAS DE CUMPLIMIENTO.

El “Derecho de participación en la renta diferencial urbana o incremento patrimonial” podrá ser satisfecho por el particular mediante cualquiera de las siguientes formas, de acuerdo a lo establecido en el correspondiente convenio urbanístico:

La donación de una superficie de terreno, de igual valor al monto liquidado, ubicado en el mismo predio del emprendimiento o localizado en otro sector de la ciudad, dentro del ejido municipal. En el caso de que el mismo se destine a espacio verde o equipamiento social, no será incluido en las exigencias previstas por Ordenanza 4.027/98 “Plan de ordenamiento Urbano”, sus modificatorias o cualquier otra norma que imponga obligaciones a titulares de dominio de inmuebles para satisfacer límites, restricciones o adecuaciones urbanas de interés social. Las parcelas transferidas pasarán a formar parte del Banco de Tierras. La realización de obras de infraestructura tales como: agua, gas, cloaca, energía y otras de impacto social en un sector urbano de la ciudad a determinar. Obras de saneamiento o remediación ambiental. Las prestaciones enunciadas, a modo de ejemplo, no invalidan la posibilidad de instrumentar en los convenios urbanísticos otras formas de cumplimiento que garanticen para la Municipalidad de Reconquista el efectivo recupero del Porcentaje de participación del Estado en la Renta Diferencial, Incremento Patrimonial, o Plusvalía Urbana. Siempre deberá tenerse en cuenta los fines primero y último de este derecho, según los artículos 7º, 8º y 9º y concordantes.-
Artículo 13º) - TASACIONES. 

 Para la instrumentación de la presente ordenanza se procederá al sorteo público de tres de los profesionales inscriptos en el “Registro de Inmobiliarias corredores y martilleros, Ordenanza 6.350/09”, los que serán los encargados de determinar el “precio o valor comercial primario” y el “nuevo precio o valor comercial de referencia”, así como de efectuar la valuación correspondiente a las inversiones a realizar por el particular que contribuyeran directamente en la generación de ese mayor valor. Se considerarán como “precio o valor  comercial primario” y “nuevo precio o valor de referencia” definitivos los promedios entre los tres importes respectivos. Los costos derivados de las tasaciones exigidas por el Art. 6º) de la presente ordenanza, serán imputados a la presente contribución.-
Artículo 14º) -  INDEPENDENCIA DE OTROS GRAVÁMENES. 

El “Derecho de participación en la renta diferencial urbana” generado por las acciones determinadas en el Art. 2º) son independientes de otros gravámenes municipales. Salvo expresa legislación en contrario, no puede computarse lo pagado por cualquier tipo de tasa, derecho o contribución, con las obligaciones surgidas del presente derecho.-

Articulo 15º) - CONDICIONANTES AL D.E.M.. 

A los fines de la aplicación de la presente Ordenanza, el Departamento Ejecutivo Municipal no podrá elevar al Concejo Municipal el proyecto de ordenanza de factibilidad técnica ni otorgar permisos provisorios, autorización de planos, permisos definitivos y/o certificado final de obra o cualquier tipo de habilitación, cuando se haya generado el comienzo del procedimiento de aplicación de la presente, o surja a todas luces que una obra, actividad o acción sobre un inmueble se encuentre comprendida en los parámetros de esta ordenanza, todo ello hasta tanto no se brinde cumplimiento a las obligaciones establecidas en el convenio urbanístico y/o se garanticen debidamente los derechos de participación municipal en la renta diferencial urbana.-
Artículo 16º) - DEBER DE COMUNICAR.

Todas y cada una de las acciones que el Estado realice en el marco de esta ordenanza, los resultados de las tasaciones y la liquidación final del valor del derecho que deberá realizar la secretaría de hacienda del Municipio deberá ser comunicada por escrito a los sujetos real, cierta o potencialmente obligados al cumplimiento del mismo. En el caso de no encontrarse determinado todavía, concreta y fehacientemente quienes serán los sujetos obligados al pago, esto es en la etapa de evaluación inicial de la zona beneficiada con las externalidades urbanas en los casos de obras o acciones que tengan un impacto social, económico, urbano o ambiental extendido, la comunicación se hará bajo una modalidad análoga al registro público de oposición. De no encontrarse debidamente domiciliados o identificados los sujetos obligados, se procederá a hacer la citación o comunicación por edictos por tres días según es costumbre y bajo la modalidad de notificación de los tributos municipales ordinarios.-
Artículo 17º) - AUTORIDAD DE APLICACIÓN.

Será autoridad de aplicación de la presente, la Secretaría de Obras Públicas y Ordenamiento Territorial del Municipio.-
Artículo 18º) - DEBER DE REGLAMENTAR.


El D.E.M. reglamentará la presente en un plazo de 30 días.-
Artículo 19º) - ENTRADA EN VIGENCIA.

Esta ordenanza entrará en vigencia el 1 de enero del año 2014.-
Artículo 20º) - COMUNÍQUESE al Departamento Ejecutivo Municipal.-

SALA DE SESIONES, 03 de Octubre de 2.013.-. 
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